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ARTICULO  1º:  LOS  JUECES  Y  FUNCIONARIOS  DEBERÁN  MANTENER  Y 
DEFENDER  EN  TODO  MOMENTO  Y  LUGAR  LA  INTEGRIDAD  Y  LA 
INDEPENDENCIA DEL PODER JUDICIAL.-

La norma,  aunque obvia,  nace de  la  necesidad  de enfatizar  que un Poder 
Judicial independiente y honorable es indispensable para la existencia de un 
Estado de Derecho, como que el respecto a los fallos y resoluciones judiciales 
depende  en  forma  directa  de  la  confianza  pública  en  la  integridad  y  la 
independencia  de  los  jueces.  A  su  vez,  ésta  integridad  e  independencia, 
depende de que quienes están investidos de la función judicial,  actúen sin 
miedos ni favoritismos de ninguna especie.

ARTICULO  2º:  LOS  JUECES  Y  FUNCIONARIOS  JUDICIALES  DEBERÁN 
EVITAR UN COMPORTAMIENTO IMPROPIO EN TODAS SUS ACTIVIDADES, 
TANTO  OFICIALES  COMO  PRIVADAS  DESPLEGANDO  UNA  CONDUCTA 
EJEMPLAR.

     ESTA NORMA ESPECIALMENTE COMPRENDE:
a) LA  OBLIGACIÓN  DE  RESPETAR  Y  CUMPLIR  CON  LAS  LEYES  Y 

ACTUAR DE  FORMA QUE ESE  COMPORTAMIENTO  PROMUEVA LA 
CONFIANZA PUBLICA; 

b) LA  OBLIGACIÓN  DE  NO  PERMITIR  QUE  LAS  RELACIONES 
FAMILIARES,  SOCIALES,  POLÍTICAS,  RELIGIOSAS  O  DE  OTRA 
ÍNDOLE SIMILAR INFLUYAN EN SUS DECISIONES JUDICIALES. 

c) LA PROHIBICIÓN DE UTILIZAR EL PRESTIGIO DEL CARGO PARAN 
PROMOVER  INTERESES  PRIVADOS  O  DE  GRUPOS  PARTICULARES 
AJENOS A LA FUNCIÓN JUDICIAL. LA PROHIBICIÓN DE INTEGRAR O 
SER  MIEMBRO  DE  INSTITUCIONES  U  ORGANIZACIONES  QUE 
PRACTIQUEN  O  PROMUEVAN  LA  DISCRIMINACIÓN  ODIOSA  POR 
RAZONES DE RAZA, SEXO, RELIGIÓN, NACIONALIDAD O POLÍTICAS. 

d) LA  PROHIBICIÓN  DE  INTEGRAR  O  FORMAR  PARTE  DE  ACTOS  O 
ESPECTACULOS  PUBLICOS  EXTRAVAGANTES,  QUE  TIENDAN  A 



LLAMAR LA ATENCIÓN, O ALTEREN LA TRANQUILIDAD Y EL ORDEN, 
COMO  ASIMISMO  DESPLEGAR  UNA  CONDUCTA  REÑIDA  CON  EL 
DECORO  Y  SOLVENCIA  MORAL  QUE  EN  TODO  MOMENTO  DEBE 
ESTAR PUESTA DE MANIFIESTO EN SUS ACTOS. 

e) LA OBLIGACIÓN DE RESPETAR LA LIBERTAD DE CONCIENCIA, LAS 
PRACTICAS O RITOS RELIGIOSOS, COMO TODA ACTIVIDAD DE LAS 
PERSONAS, EVITANDO CUALQUIER TIPO DE DISCRIMINACIÓN.

Las normas precedentes se inspiran en la necesidad de que el  magistrado 
mantenga una imagen pública que genere confianza, refuerce el concepto de 
integridad e independencia y lo mantenga alejado de la tentación de utilizar el 
cargo que posee, para promover intereses propios o de grupos privados que 
son  ajenos  al  Poder  Judicial.  Asimismo,  y  fundado  en  la  misma  razón  de 
integridad, un magistrado no puede integrar una organización, asociación o 
grupo de personas que promueven conductas o practicas discriminatorias por 
alguna de las razones expresadas, porque la noción de imparcialidad se ve 
notablemente disminuida.

ARTICULO  3º:  TODO  MAGISTRADO  Y  FUNCIONARIO  JUDICIAL  DEBERÁ 
DESEMPEÑAR  SUS  FUNCIONES  CON  IMPARCIALIDAD,  DEDICACIÓN  Y 
DILIGENCIA.

ESTA REGLA COMPRENDE:
a) LA OBLIGACIÓN DEL MAGISTRADO Y/O EL FUNCIONARIO DE SER 

FIEL A LA LEY, SIN DEJARSE LLEVAR POR INTERESES POLÍTICOS, 
DE GRUPOS, O POR TEMOR A LA CRITICA.

b) LA  OBLIGACIÓN DE  ATENDER  CON ECUANIMIDAD A  TODAS  LAS 
PARTES EN CONFLICTO COMO LA DE MANTENER EL DECORO Y EL 
ORDEN EN TODAS SUS ACTUACIONES JUDICIALES.

c) LA PROHIBICIÓN DE MANTENER CONVERSACIONES PRIVADAS CON 
ALGUNAS DE LAS PARTES EN LITIGIO O EN LUGARES U OCASIONES 
QUE  PUEDAN  GENERAR  DESCONFIANZA  EN  QUIENES  TAMBIÉN 
INTERVIENEN EN EL CONFLICTO. EN CASO DE QUE UN LITIGANTE 
O  SU  ABOGADO  MANTENGAN  UNA  AUDIENCIA  CON  UN 
MAGISTRADO POR ALGÚN ASUNTO PENDIENTE DE DECISIÓN, EL 
MAGISTRADO DEBERÁ HACER SABER A LA CONTRAPARTE SOBRE LA 
AUDIENCIA CONCEDIDA Y LA POSIBILIDAD DE OBTENER UN TRATO 
SIMILAR.

d) LA  PROHIBICIÓN  DE  REALIZAR  COMENTARIOS  PÚBLICOS  SOBRE 
LOS  MÉRITOS  DE  UN  PROCESO  QUE  SE  ENCUENTRA  EN 
INMINENTE  ESTADO  DE  DECISIÓN  O  PENDIENTE  DE  ALGUNA 
DILIGENCIA  PROCESAL  IMPORTANTE,  A  FIN  DE  EVITAR  LA 
PERCEPCIÓN DE QUE TIENE UNA DECISIÓN TOMADA ANTES DE 
QUE  CONCLUYAN  LOS  PROCEDIMIENTOS  ESTABLECIDOS.  ESTA 
PROHIBICIÓN NO SE EXTIENDE A LAS DECLARACIONES QUE LOS 
JUECES  Y  FUNCIONARIOS  PUEDEN  REALIZAR  SOBRE  LAS 
FUNCIONES QUE DESEMPEÑAN, EXPLICAR LOS PROCEDIMIENTOS 
QUE SE LLEVAN A CABO, CON FINALIDAD DIDÁCTICA, O INFORMAR 
DEBIDAMENTE SOBRE LAS DECISIONES QUE YA SE ADOPTARON.

e) LA  PROHIBICIÓN  DE  DIFUNDIR  DECISIONES  JUDICIALES 
PÚBLICAMENTE  ANTES  DE  SER  NOTIFICADAS  A  LAS  PARTES 
PREVIAMENTE.

f) LA  OBLIGACIÓN DE  RESOLVER  LOS  ASUNTOS PENDIENTES  CON 



PRONTITUD  Y  CELERIDAD  E  IMPARTIENDO  DIRECTIVAS  A  SU 
PERSONAL  PARA  QUE  EL  TRATO  AL  PÚBLICO  SEA  CORTES, 
RESPETUOSO  Y  EVITANDO  PERJUICIOS  MATERIALES 
INNECESARIOS.

g) LA  NECESIDAD  DE  QUE  EL  MAGISTRADO  Y/O  FUNCIONARIO 
JUDICIAL SEAN PACIENTES, DIGNOS DEL CARGO, RESPETUOSOS Y 
CUMPLAN  CON  LAS  REGLAS  DE  CORTESÍA  ANTE  LITIGANTES, 
ABOGADOS,  TESTIGOS,  PERIODISTAS  Y  TODOS  AQUELLOS  CON 
QUIEN EL MAGISTRADO Y/O EL FUNCIONARIO TRATA DE FORMA 
OFICIAL, DEBIENDO EXIGIR CONDUCTA ANÁLOGA DE LOS MISMOS.

h) LA  OBLIGACIÓN  DE  IGUAL  TRATO  EXCLUYENDO 
DISCRIMINACIONES  Y/O  PREFERENCIAS  DISCRECIONALES 
RESPECTO  DE  OTROS  MAGISTRADOS,  FUNCIONARIOS  Y 
EMPLEADOS  JUDIACIALES,  ESPECIALMENTE  CON  RELACIÓN  AL 
PERSONAL A SU CARGO.

La regla impone la necesidad de que el Juez sea el primero en cumplir con la 
ley, para tener luego la fuerza moral suficiente para hacérsela cumplir a otros.

Esto implica naturalmente que debe estar exento de la influencia de grupos 
privados o de otros estamentos del Estado que puedan influir sobre él, o no 
decidir bajo la coacción de la crítica o la opinión pública.

El  orden y  el  decoro  en  las  audiencias  y  el  recinto  de  Tribunales  es  una 
exigencia de antigua data, a la cual se añade la obligación del Juez de atender 
con ecuanimidad a las partes en conflicto. Esta norma se “potencia en el ap. c) 
cuando prohíbe la reunión privada con alguna de las partes en litigio y en su 
caso impone la obligación de hacer saber a la contraria la reunión mantenida 
y la posibilidad de tener, si lo desea, un trato similar.

La prohibición de realizar comentarios públicos sobre asuntos en los cuales se 
encuentra entendiendo, busca lograr un equilibrio entre la preservación de los 
asuntos judiciales que aún están sin resolución y por ende generan un grado 
cierto de expectativa en quienes son directamente involucrados en el juicio y 
la posibilidad de informar sobre las decisiones ya adoptadas, siempre que se 
hubiere notificado a las partes previamente. La norma contiene, cuál es la 
finalidad perseguida con su sanción, esta es, evitar la percepción de que ya se 
tomó  una  decisión,  antes  de  que  se  hubieran  agotado  los  procedimientos 
habituales,  con  el  objeto  de  evitar  el  prejuzgamiento  del  magistrado  o 
adelantar o insinuar conductas o decisiones que aún no han sido plasmadas, 
no sólo porque a veces la naturaleza del proceso impone que no se difundan o 
por el estado en que el proceso se encuentra, sino por un elemental respeto a 
las partes en litigio, que deben ser informadas primero de lo que ocurre con el 
juicio que tramitan.
Las  reglas  contenidas  en  el  ap.  f)  y  g)  revelan  la  necesidad  de  que  el 
magistrado adopte una conducta acorde a la función que desempeña. Que sea 
paciente con la impaciencia de los litigantes o de terceros, que atienda, tanto 
él  como sus  dependientes,  correctamente  al  público,  a  abogados,  testigos, 
etc., que sea cortés y respetuoso, para poder exigir de los demás, las mismas 
reglas de conducta. Asimismo, debe arbitrar las medidas a su alcance para 
que se eviten los costos innecesarios, las perdidas de tiempo de quienes deben 
comparecer al tribunal y las citaciones innecesarias.



ARTICULO  4º:  UN  MAGISTRADO  O  FUNCIONARIO  JUDICIAL  PUEDE 
DEDICARSE A ACTIVIDADES EXTRAJUDICIALES QUE TENGAN QUE VER 
CON PRACTICAS DOCENTES, CIENTÍFICAS O MERAMENTE ACADÉMICAS, 
EN LA MEDIDA QUE LAS MISMAS NO IMPLIQUEN UN MENOSCABO A SU 
ACTIVIDAD  JUDICIAL.  CUANDO  EL  MAGISTRADO  O  FUNCIONARIO 
JUDICIAL REALICE ALGUNA DE TALES ACTIVIDADES, NO PODRÁ UTILIZAR 
LOS RECURSOS HUMANOS Y/O MATERIALES DEL TRIBUNAL PARA TALES 
FINES.

La norma permite lo que la cláusula constitucional autoriza bajo el rótulo de 
“ejercicio de la docencia”, pero agrega dos cuestiones. La primera, que tales 
actividades  no  deben  implicar  un  menoscabo  de  la  actividad  judicial  del 
magistrado,  independientemente  de  las  horas  cátedras  que  posea,  que  ya 
están regladas en la ley. El magistrado tiene una función principalísima, cual 
es la de dedicarse con diligencia a la tarea judicial, y recién después, en la 
medida que el tiempo se lo permite, puede dictar clases, conferenciar, escribir 
o participar en alguna de las actividades prevista, las cuales tienes todas el 
carácter de académicas o docentes. Pero existe una clara prohibición, en el 
caso de que realice alguna de estas actividades, no se podrán utilizar, para su 
concreción o mera preparación, algunos de los recursos humanos o materiales 
que el Tribunal posee, porque éstos sí son para exclusivo servicio de justicia y 
no para actividades extrajudiciales.

ARTICULO 5º: UN JUEZ O FUNCIONARIO JUDICIAL DEBERÁ ABSTENERSE 
DE RECIBIR REGALOS, PRESENTES O DONACIONES DE ABOGADOS Y/O 
LITIGANTES, AUN DESPUÉS DE FINALIZADO EL LITIGIO EN DONDE SEAN 
PARTE,  NO  PUDIENDO  PERCIBIRLOS  TAMPOCO  LOS  FAMILIARES  DEL 
MAGISTRADO  O  FUNCIONARIO  JUDICIAL,  ESTA  PROHIBICIÓN 
COMPRENDE  EL  ACEPTAR  PRESTAMOS  DE  ENTIDADES  BANCARIAS  O 
FINANCIERAS  EN  CONDICIONES  PREFERENCIALES  A  LAS  QUE  SE 
OTORGAN  A  LOS  DEMÁS  CLIENTES,  COMO  ASIMISMO  BECAS  DE 
ESTUDIO  EN  SIMILARES  CONDICIONES  PREFERENCIALES,  QUE  SE 
OTORGUEN POR ENTIDADES PRIVADAS U OFICIALES.

La norma tiende a  evitar  la  recepción de  presentes,  regalos  o  donaciones 
otorgadas por abogados del foro o litigantes, que comprometan la imagen de 
integridad  del  magistrado.  Del  mismo  modo,  la  obtención  de  tratos 
“preferenciales”  por  parte  de  entidades  bancarias  o  financieras  que 
igualmente comprometan al magistrado al suponerse que el trato preferencial 
obedece al cargo que detenta, situación equiparable a becas de estudio que, 
otorgadas  por  entidades  privadas  u  oficiales,  también  se  otorguen  en 
situaciones privilegiadas a los demás interesados.

ARTICULO  6º:  LOS  JUECES  Y  FUNCIONARIOS  JUDICIALES  DEBERÁN 
ACTUALIZAR CADA DOS AÑOS SUS DECLARACIONES JURADAS DE BIENES 
E  INDEPENDIENTEMENTE  DE  LO  QUE  ESTABLEZCA  LA  LEY  O  LOS 
REGLAMENTOS  ADMINISTRATIVOS,  DEBERÁN  MANTENER  A 
DISPOSICIÓN DEL PUBLICO EL CONTENIDO DE LAS MISMAS.

La norma contiene una exigencia que cada vez se torna más evidente.
La  transparencia  en  el  ejercicio  de  la  función  judicial  trae  aparejada  la 



necesidad de que no se pongan obstáculos al conocimiento que se pueda tener 
sobre la evolución patrimonial de un magistrado y la declaración jurada anual 
con  la  posibilidad  de  que  pueda  ser  conocida  por  el  público  es  el  mejor 
reaseguro del magistrado para aventar cualquier tipo de suspicacias sobre el 
volumen y origen de sus bienes.-

ARTICULO  7º:  LOS  JUECES  Y  FUNCIONARIOS  JUDICIALES  DEBERÁN 
EVITAR PARTICIPAR EN ACTIVIDADES POLÍTICAS O  EN ASOCIACIONES 
SOCIALES,  RELIGIOSAS,  CÍVICAS,  DEPORTIVAS  O  EDUCATIVAS,  EN 
CUANTO  PROMUEVAN  EXCLUSIVAMENTE  LA  OBTENCIÓN  DE  RÉDITOS 
ECONÓMICOS O POLÍTICOS QUE PUEDAN COMPROMETER LA DIGNIDAD 
DEL CARGO O INTERFERIR EN SUS ACTIVIDADES JUDICIALES.

El precepto consagra una prohibición que es esencial en el ámbito judicial, la 
de  participar  en  actividades  políticas  partidaria  o  de  grupos  o  sectores 
relacionados con el poder político o para disputar el mismo, la prescindencia 
del magistrado en cuestiones políticas es una condición esencial del sistema 
judicial,  independientemente  de  que  anteriormente  hubiera  tenido 
participación  en  partidos  políticos,  ser  afiliado  o  simpatizante  y  de  que 
naturalmente, puede poseer determinadas ideas políticas, desde el momento 
en  que  asume  la  función  judicial  deberá  abstenerse  de  realizar  cualquier 
actividad mediante la cual pueda interpretarse que apoya a algún partido o 
sector,  vinculado a quienes ejercen el  poder político o a quienes procuran 
obtener el mismo.

En  ese  sentido,  el  magistrado  debe  ser  muy  cuidadoso  respecto  a  sus 
actitudes o expresiones públicas a fin de que no puedan ser interpretadas 
como tendientes a congraciarse o simpatizar con alguna expresión política 
determinada.

Del  mismo  modo,  si  bien  el  magistrado  puede  participar  en  actividades 
desarrolladas  por  asociaciones  sociales,  religiosas,  cívicas,  deportivas  o 
educativas, deberá abstenerse de hacerlo cuando persigan un fin económico o 
participar  en  actividades  de  recolección  de  fondos  para  alguna  de  estas 
asociaciones. Del mismo modo deberá abstenerse cuando en el ejercicio de la 
actividad, se comprometa la dignidad del cargo por la índole de las acciones 
que  se  ejecutan,  al  punto  que  puedan  comprometer  la  imparcialidad  del 
magistrado o su imagen pública o pueda interferir en el normal desarrollo de 
sus actividades judiciales.

ARTICULO  8º:  CRÉASE  EN  EL  ÁMBITO  DEL  PODER  JUDICIAL  DE  LA 
PROVINCIA EL CONCEJO CONSULTIVO SOBRE ÉTICA JUDICIAL, EL MISMO 
ESTARÁ INTEGRADO POR UN MINISTRO DEL SUPERIOR TRIBUNAL DE 
JUSTICIA  QUE  SE  HUBIERE  ACOGIDO  A  LOS  BENEFICIOS  DE  LA 
JUBILACIÓN,  EL MAGISTRADO CON RANGO DE CAMARISTA DE MAYOR 
ANTIGÜEDAD EN EL PODER JUDICIAL DE LA PROVINCIA, EL PRESIDENTE 
EN EJERCICIO DEL SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, Y QUIEN EJERZA 
LA PROCURACION GENERAL.

SERÁN FUNCIONES DEL CONSEJO CONSULTIVO ASESORAR EN MATERIA 
DE ÉTICA JUDICIAL Y SOBRE LAS NORMAS VIGENTES EN ESTE CÓDIGO A 
AQUELLOS MAGISTRADOS O FUNCIONARIOS QUE LO REQUIERAN COMO 



ASIMISMO  EVACUAR  POR  ESCRITO  LAS  CONSULTAS  QUE  SE  LES 
FORMULEN  LAS  CUALES  EN  PRINCIPIO  TENDRÁN  EL  CARÁCTER  DE 
RESERVADAS,  SALVO  QUE  EL  INTERESADO  ACEPTE  O  PROMUEVA  SU 
DIVULGACIÓN.

EL  SUPERIOR TRIBUNAL  DE  JUSTICIA  REGLAMENTARA  LA  FORMA DE 
DESIGNACIÓN DE SUS MIEMBROS Y LA DURACIÓN EN SUS FUNCIONES, 
LAS CUALES EN TODOS LOS CASOS SERÁN AD-HONOREM.-

La creación del Consejo Consultivo sobre Ética Judicial apunta a la existencia 
de  un  cuerpo  colegiado  que,  integrado  por  quienes  poseen  suficiente 
experiencia en la actividad judicial,  puedan asesorar o evacuar consultas a 
aquellos magistrados o funcionarios sobre la interpretación de normas de éste 
Código  o  cuando  se  encuentran  ante  la  disyuntiva  de  adoptar  o  no 
determinada  conducta  que  pueda  ser  reprochable  éticamente.  Por  la 
naturaleza de la consulta, la misma debe ser reservada, ya que solo se trata de 
exponer  una duda o  una  inquietud que  razonalmente  el  interesado  quiera 
mantener  en el  ámbito  de su privacidad,  pero por ello  mismo,  éste  puede 
autorizar  la  divulgación  de  la  opinión  del  Consejo  Consultivo  cuando  lo 
considere necesario.

El consejo no tiene facultades sancionatorias, porque la ausencia de ética en 
si misma solo puede sancionarse con el reproche moral de la opinión pública, 
y  no con instrumentos coercitivos,  porque ello  desnaturaliza la  esencia  de 
toda norma ética.-


